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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio N°  11956
      11 de noviembre de 2008

                                                            DAGJ-1509-2008
Señor
Fernando Madrigal Morales
chessliberia@gmail.com
Liberia, Guanacaste
Estimado señor:

        Asunto:    Consulta relacionada con el Sistema de Información  de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública, (SIRSA)
              Por encargo y con la aprobación del Gerente de División, se refiere este Despacho a su oficio sin número de fecha 05 de agosto de los corrientes, recibido en esta Contraloría General el día siguiente, por medio del cual solicita  pronunciamiento sobre  el Sistema de Información de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública,(SIRSA).

Al respecto, realiza dos preguntas relacionadas con el caso de  funcionarios  que han sido despedidos sin responsabilidad patronal por negligencia e ineficiencia en sus funciones como funcionarios públicos.

Primera. Si un empleado público es despedido sin responsabilidad patronal habiendo del todo agotado la vía administrativa para su defensa y al quedar firme la resolución de su despido por actos que perjudicaron a la institución por negligencia e incapacidad de funcionar en el cargo, podrá este mismo funcionario, trabajar inmediatamente y libremente en otra institución pública, como si nada ha pasado y como si fuera poco, si el patrono aún dándose cuenta de la firmeza de la resolución de despido sin responsabilidad patronal, lo premie y lo mantenga en el puesto con miras en dejarlo como empleado fijo con cargo similar o superior pero atinente al mismo que ejerció en la Institución Pública que lo despidio.

Segunda. Si la institución que realizó el despido sin responsabilidad patronal no ha informado al SIRSA y el funcionario no aparece en la lista, cuál sería la forma de obligar a la Institución que lo despidió de revelar e informar a la Contraloría General de la República, para que aparezca en el sistema SIRSA, el nombre del funcionario y número de cédula y el tipo de sanción impuesta.
I. Criterio del Despacho

En primer término, es menester manifestar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley Orgánica  de la Contraloría General de la República y en la Circular CO-529 publicada en La Gaceta 107 del 5 de junio de 2000, únicamente se atenderán las consultas que versen sobre materias propias de las competencias constitucionales y legales otorgadas a este órgano contralor, que sean presentadas por el Jerarca de un sujeto pasivo (entiéndase los que se encuentran bajo la fiscalización de este órgano contralor) y siempre que no se trate de situaciones concretas que debe resolver la institución solicitante.

 De lo anterior, se puede desprender que la consulta por usted presentada incumple lo indicado en la circular antes señalada, ya que la misma no es presentada por el jerarca de un sujeto pasivo, asimismo, se está ante un caso concreto, como lo es la situación descrita  en su primera pregunta, por lo que lo que procede en este caso es el rechazo de la misma, sin embargo, y en un afán de cooperación se procede a emitir el criterio solicitado teniendo presente que las  consideraciones que mediante este oficio se emiten, se plantean desde una perspectiva general, a efectos de que el consultante pueda valorar las circunstancias específicas de su situación particular a la luz de las consideraciones que, en términos generales, se brindan. 

La primera pregunta que usted plantea en términos generales, debe ser analizada con los elementos y antecedentes suficientes, lo que implica hacer un análisis exhaustivo del caso, lo cual excede el ámbito de nuestras competencias como se mencionó anteriormente. 

Por otro lado, el caso que su interrogante describe, parece estar relacionado con un asunto de empleo público, ajeno a nuestras competencias.

No obstante, si se entendiera  que se trata de un caso en el que se ha aplicado una sanción de prohibición de ingreso y reingreso a cargo de la Hacienda Pública, regulado en el artículo 72 de la  Ley Orgánica de esta Contraloría General de la República, ese funcionario en principio no podría ser contratado en un cargo de la Hacienda Pública. Lo cual se puede desprender de la trascripción del artículo 72 de la Ley Orgánica de esta Contraloría General que contempla lo siguiente:

“Artículo 72.- Prohibicion de Ingreso o de Reingreso del  Infractor

No podrá ser nombrado en un cargo de la Hacienda Pública quien haya cometido un delito o falta grave contra las normas que integran el sistema de fiscalización, contemplado en esta Ley o contra la propiedad o la buena fe de los negocios.

La presente prohibición tendrá vigencia por un plazo que no será menor de dos años ni mayor de ocho años, a juicio de la Contraloría General de la República, la cual resolverá con vista de la prueba del caso.

Asimismo regirá la prohibición, por igual plazo, en contra de ex servidores públicos que intenten reingresar a la Hacienda Pública, cuando hayan cometido un delito o falta grave como los mencionados en los numerales anteriores, aunque su relación de servicio anterior con la Hacienda Pública haya terminado sin responsabilidad de su parte.

Además, se aplicará la prohibición aquí establecida contra el servidor público que haya sido despedido, por haber cometido un delito o falta grave como los ya citados.

Al aplicar la prohibición anterior, la Contraloría fijará su duración dentro de los límites indicados y computará, en favor del afectado, el tiempo durante el cual haya permanecido fuera de la Hacienda Pública, después de su último cargo en ella.

La acción para aplicar la prohibición aquí establecida prescribirá en un plazo de diez años, a partir de la comisión del delito o de la falta grave indicados en este artículo.”

Sobre este artículo, la Sala Constitucional señaló en el Voto 2006-8493 de las catorce horas y cuarenta y tres minutos del catorce de junio del dos mil seis lo siguiente:

“III.- a) Sobre la inhabilitación temporal para ejercer cargos de la Hacienda Pública como sanción administrativa . Parte de los alegatos del promovente se dirigen a atacar que se disponga administrativamente una sanción de inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos, cuando, a su juicio, ello solamente puede ordenarlo una autoridad jurisdiccional. Para referirse a esa objeción, lo primero que debe precisarse es la confusión terminológica que pareciera suscitar el artículo 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, ya que la sanción que llama prohibición, comúnmente se denomina inhabilitación o impedimento de acceso a los puestos dichos. En todo caso, lo que debe quedar claro es que el empleo de cualquiera de esos términos no atribuye a la disposición efectos disímiles -se trata al fin y al cabo de una mera cuestión de palabras-, sino que todos y cada uno de ellos se refieren a una sola forma de sanción administrativa específica, que debe ser impuesta expresamente, y cuyo contenido consiste en la restricción, durante un lapso específico, de acceder a los cargos de Hacienda Pública. Se prefiere emplear aquí el vocablo inhabilitación, solamente en el tanto apareja la idea de imposibilidad o incapacidad de acceder a algo.”

Asimismo, continúa señalando este voto  que: 
“el poder que tiene el Estado de sancionar las faltas en que incurran sus empleados en la función pública, como también la necesidad de resguardarse y protegerse de los comportamientos irregulares de sus funcionarios, que afecten las normas de subordinación, y los intereses públicos, por medio del poder sancionatorio, como todo empleador, contra el no cumplimiento exacto de los deberes de la función pública. Una vez aplicado el régimen disciplinario, como acto ejecutivo y ejecutable, entra a operar la norma en cuestión. Tómese en cuenta que la jurisprudencia reconoce la existencia de requisitos razonables que impone la ley, no como una limitación a los artículos 56 y 57 constitucionales, sino, para garantizar que la prestación del servicio público, esté conforme a lo dispuesto por los numerales 191 y 192 de la Constitución Política. De modo que, previo al nombramiento de todo empleado público es lícito que el Estado implemente condicionantes o requisitos adicionales, para la selección de sus empleados, y más aún, en caso de surgir la posibilidad de una nueva recontratación.”
Reiteramos que se debe tener claro  que la prohibición de ingreso o reingreso se aplica para cargos de la Hacienda Pública, lo que obliga a un análisis profundo del caso en concreto, sus hechos y antecedentes, esto debido a que un servidor de la Hacienda Pública no es cualquier funcionario público, sino aquel cuyas labores están directamente relacionadas con la percepción, administración, custodia, conservación, manejo, gasto e inversión, en general  disposición de fondos públicos. Asimismo, no solo es necesario analizar el manual descriptivo del puesto del funcionario, sino también las funciones y atribuciones reales que ejerce al momento de cometer la falta, si se encontraba ejerciendo las labores antes mencionadas, así como la falta y la sanción, analizando en primer lugar  la conducta generadora de la falta y la correspondiente sanción, para descartar si se trata de un asunto de empleo público. En segundo lugar, se hace necesario analizar la normativa transgredida, la cual tiene que estar directamente ligada con el ordenamiento superior de la Hacienda Pública. 
Así planteadas las cosas, se le indica que si lo que  usted  desea es presentar ante este órgano contralor es la denuncia, del caso en cuestión relacionado con un asunto de la Hacienda Pública,  en los términos expuestos, la misma debe cumplir con los lineamientos que para tales efectos emitió este órgano contralor en su resolución No.R-CO-96, publicada en La Gaceta N°238, del 09 de diciembre de 2005,  de la cual le adjuntamos copia electrónica.

Ahora bien, en cuanto a su segunda interrogante relacionada con el Sistema de Información de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública,(SIRSA) se considera importante señalarle que éste fue creado por la Contraloría General mediante la Resolución N° R-CO-45-2007 de las 15:00 horas del 24 de setiembre de 2007.  En este sistema se registran únicamente las sanciones  que los entes públicos y privados que custodien o administren fondos públicos imponen  en sede administrativa ante las faltas que se cometan en el uso de estos recursos.  Es  importante tener presente que esta información la debe facilitar la Administración que impuso la sanción a la Contraloría General de la República.
Sobre este tema,  el artículo 6 del punto I de la Resolución antes citada dispone lo siguiente:  


“Artículo 6º—Registro de la sanción dictada por la Administración. Dentro de los diez días hábiles siguiente a la firmeza de las resoluciones que dicte en materia sancionatoria de Hacienda Pública, el jerarca o quien ostente la potestad sancionatoria en la Administración respectiva deberá de remitir a la División de Asesoría y Gestión Jurídica de la Contraloría General de la República, una certificación de la sanción dictada, en la cual deberán constar los datos señalados en el artículo 4 de la presente directriz”
Asimismo, continúa señalando esta resolución en el punto III lo siguiente:

“III.—Las Administraciones Públicas deberán enviar a la Contraloría General de la República, en el plazo de seis meses contados a partir de la entrada en vigencia de esta resolución, las certificaciones de las sanciones disciplinarias y patrimoniales o por daños que hayan aplicado en materia de Hacienda Pública desde el 1º de enero de 1999, incorporando en dichas certificaciones los datos requeridos en el artículo 4º de la Directriz para la operación del Sistema de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública, aprobada en el punto primero de esta Resolución. La Contraloría procederá a incorporar dichos datos en el plazo de tres meses contado a partir del recibo de la información.”
Así las cosas, esta  Contraloría General de la República utiliza el SIRSA para divulgar ante la opinión jurídica las actuaciones irregulares de los servidores públicos que de algún modo han violentado  las normas jurídicas a la hora de administrar y custodiar los recursos públicos que les fueron confiados, así como el resultado de los procedimientos administrativos que tramite y resuelva contra funcionarios de la Hacienda Pública.
Los  tipos de sanciones que se registran y que se pueden consultar en el SIRSA son los siguientes:
Las sanciones por responsabilidad disciplinaria, que se presentan cuando ha existido violación al ordenamiento jurídico como la Ley General de la Administración Pública, Ley General de Control Interno, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, etc. 

Las condenas por responsabilidad civil, que están relacionadas con la recuperación en dinero efectivo  de los daños que en el desempeño de su labor le hubiera hecho el funcionario público a la Administración.

Las sanciones de ingreso o reingreso a cargos de la Hacienda Pública, son las que únicamente pueden ser impuestas por la Contraloría General de la República y que consisten en impedir  que un funcionario público pueda ingresar a laborar en cargos que impliquen manejo de recursos públicos por un periodo que va de los dos a los ocho años.   
Ahora bien,  en cumplimiento de  lo que dispone el numeral 6 del punto I y el III de la resolución R-CO-45-2007 antes trascritos, la Administración tiene la obligación de informarle a esta Contraloría General sobre las sanciones por responsabilidad civil y disciplinaria que hayan sido impuestas a los funcionarios que han actuado en perjuicio de la Hacienda Pública.

Al respecto, el punto V de la resolución en estudio dispone que:

“V.—Esta Directriz es de acatamiento obligatorio para la Contraloría General de la República y los entes y órganos sujetos a su fiscalización y prevalecerá sobre cualquier disposición que en contrario haya emitido o emita la Administración de conformidad con el artículo 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Su incumplimiento injustificado dará lugar, según corresponda, a las responsabilidades contempladas en el Ordenamiento de Fiscalización y Control.”


Así las cosas, y a manera de conclusión a su segunda pregunta sobre la forma de obligar a la Administración a facilitarle dicha información al órgano contralor, es la Resolución N° R-CO-45-2007 la que obliga a la Administración a comunicarle  a esta Contraloría General los datos sobre los funcionarios a quienes se les ha aplicado sanciones por responsabilidad y disciplinarias, por lo que el incumplimiento de dicha directriz conllevará las responsabilidades que al respecto disponga el ordenamiento jurídico. 

De esta forma se da por atendida su gestión.  

Atentamente,
    Lic. Sergio Mena García                                     
   Bach. Ingrid Brenes Guevara

    Gerente Asociado                                                          Fiscalizadora Asociada 
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